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5.- Se debe garantizar la interoperabilidad entre todos los sistemas de las diferentes administraciones 
públicas al objeto de funcionar a tiempo real y poder intercambiar de ese modo información y documentos, 
dando pleno cumplimiento por las administraciones al artículo 28 de la LPAC de la obligación de no aportar 
documentos que obren en poder de las administraciones públicas.

6.- Se debe reforzar el número de personas que realizan atención ciudadana, tanto telefónica como 
presencialmente. Especialmente en el caso de colectivos altamente vulnerables.

7.- Debe de garantizarse la opción de presentación de documentación en los registros de las 
Administraciones Públicas sin necesidad de solicitar cita previa.

1.3. Dependencia y Servicios Sociales
1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.3.2.5. Discapacidad

…
Precisamente, dentro de las políticas públicas dirigidas a la igualdad de oportunidades, la Ley 4/2017 

destaca la prioridad de las políticas de empleo, tanto público, como en todos los perfiles de ocupación, 
consciente de que la plenitud vital de las personas con diversidad funcional pasa por reducir las trabas 
añadidas que limitan su independencia económica y sus posibilidades de autovalimiento personal.

…
La Resolución ha de ser notificada en el plazo máximo de seis meses y si bien es cierto que produce efectos 

retroactivos (ya que el artículo 10.2 del Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre, de procedimiento 
para el reconocimiento, declaración y calificación del grado de minusvalía, dispone que “El reconocimiento 
de grado de minusvalía se entenderá producido desde la fecha de solicitud”), pudiendo hacerse valer a 
posteriori en algunos supuestos (a efectos fiscales e impositivos, por ejemplo), no lo es menos que una 
dilación excesiva en resolver la solicitud, frustra expectativas y objetivos más conectados con el espíritu 
de la norma, como los de independencia e integración social, al impedir opciones de ejercicio perentorio 
y puntual, como la participación en ofertas de empleo dirigidas a personas con discapacidad reconocida.

Desde el año 2019 veníamos observando un incremento paulatino en los plazos de respuesta a las 
solicitudes de valoración de la discapacidad por parte de los Centros de Valoración y Orientación andaluces 
y, sobre todo, nos llamaba la atención que cada vez con mayor frecuencia las personas peticionarias 
insistieran en su necesidad de valoración con fines de acceso al empleo o integración laboral, como 
instrumento adecuado para superar la precariedad económica y de recursos a que su limitación les había 
conducido.

…
Pese a tener en consideración las circunstancias anómalas añadidas por el contexto de crisis mundial 

pandémica que venimos viviendo, no podemos obviar que esta problemática da muestras de cronificación 
de manera sistémica, habida cuenta de que el perfil de las personas solicitantes, a pesar de ser la avanzada 
edad un factor determinante del fenómeno de la discapacidad, no se concentra en un segmento concreto 
de la población andaluza, sino que también alcanza a personas menores de edad y a personas en edad de 
actividad laboral que han quedado fuera del mercado de trabajo por patologías limitantes sobrevenidas.

…
Entre las novedades reseñables del Decreto 255/2021, de 30 de noviembre, destacamos la racionalización 

de que la discapacidad valorada a efectos de la solicitud de pensión no contributiva lleve aparejada, “en 
su caso, de modo implícito, la solicitud para el reconocimiento, declaración y calificación del grado de 
discapacidad” (artículo 16.2); así como la aclaración de su Disposición adicional segunda, respecto de una 
práctica precedente sin justificación legal con efectos de sobrecarga en los Centros de Valoración: el grado 
de homologación al 33 % para pensionistas por incapacidad permanente y de clases pasivas, a los efectos 
que procedan, se acredita “en la forma que se determine por parte de la normativa estatal, sin que sea 
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necesaria la emisión de documento alguno de homologación por parte de los centros de valoración y 
orientación de Andalucía”.

…

1.3.2.5.1. La Discapacidad en otras materias

1.3.2.5.1.1. Empleo Público
Durante el año 2021 las quejas registradas en el Defensor del Pueblo Andaluz relacionadas con el 

acceso y mantenimiento del empleo público de las personas con discapacidad, han rondado la centena, 
exponiéndose las más destacadas en el Sub‑capítulo 5 de este Capítulo, en sus apartados 2.3. y 2.8.1.

Por su interés destacaremos la investigación desarrollada de oficio desde el año 2018 y cerrada en 
el presente ejercicio, sobre las dificultades de determinados colectivos de empleados públicos de 
la Administración Local para el ejercicio efectivo del derecho de pase a segunda actividad o servicios 
adaptados y que afecta a las personas en situación de discapacidad integrantes de estos colectivos (queja 
18/2261).

La situación de segunda actividad, como derecho para los colectivos de empleados públicos que la 
tuvieran reconocida, tiene por finalidad garantizar a determinado personal público -que suele prestar 
funciones eminentemente operativas y, en ocasiones, arriesgadas y peligrosas-, una adecuada aptitud 
psicofísica para el desarrollo de su actividad profesional que puede verse afectada, además de por otras 
circunstancias, por disminución de sus facultades físicas, psíquicas o sensoriales. Permitiendo que la 
relación profesional no se extinga por dichas causas sino que se modifique, de manera que el personal 
funcionario afectado pase a prestar funciones propias o complementarias de la profesión, pero compatibles 
con su nueva situación.

La disminución de capacidades físicas, psíquicas o sensoriales, como causa motivadora del pase a 
la situación de segunda actividad, en muchas ocasiones determinan, para las personas afectadas, la 
consideración legal de personas con discapacidad. Y, desde esta perspectiva, los artículos 9, 14 y 49 de 
la CE, los artículos 10.3.15º y 16º, 14, 37.1 5º y 6º y 169.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
así como la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, comprometen a los poderes 
públicos a promover medidas positivas de igualdad de oportunidades y de ajustes razonables que remuevan 
los obstáculos no solo en el acceso al empleo, sino también en las condiciones de trabajo en todo tipo de 
empleo, entre los que se incluyen los integrados en el sector público.

Por su parte, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ampliación de las 
Convenciones de la ONU y Tratados Internacionales en materia de Derechos Humanos, compromete a los 
Estados partes a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos reconocidos a las personas 
con discapacidad sin discriminación alguna en razón de esa condición.

Dichos principios, en materia de empleo público, se plasman en el art. 14.i) del EBEP que incluye, como 
uno de los derechos que se reconoce a los empleados públicos, el de no ser discriminados, entre otras 
causas, “por discapacidad, (…) o cualquier otra condición o circunstancia personal o social”.

Por consiguiente, ante cualquier restricción al acceso o al mantenimiento del empleo de un trabajador 
público, hemos de plantearnos si pudiera incurrir en algún tipo de discriminación prohibida por las normas 
que integran nuestro ordenamiento jurídico en esta materia. Desde esta perspectiva, resulta de especial 
interés el reciente Dictamen del Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, respecto 
de la Comunicación núm. 34/2015, aprobado por el Comité en su 21º período de sesiones (CRPD/C/21/
DR/34/2015).

Por todo ello, procedimos a recomendar a las Administraciones públicas con competencia en esta materia, 
la adopción de las medidas que permitan dar cumplimiento a las obligaciones que imponen estas normas 
a los poderes públicos, a fin de procurar las condiciones de igualdad y no discriminación de las personas 
con discapacidad en materia de empleo, así como promover y proteger los derechos reconocidos a estas 
personas en nuestro ordenamiento jurídico. Asimismo, por parte de las Administraciones con competencia 
para reglamentar esta materia, recomendamos la adopción de las medidas que procedan con el fin de 
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garantizar al personal perteneciente a estos colectivos que solicite el pase a la segunda actividad por 
pérdida de sus aptitudes psicofísicas, su derecho a que se tramite y resuelva su solicitud de pase a dicha 
situación.

También, se les recomendó que, para dar cumplimiento a las previsiones que se contienen en los 
artículos 5 y 27 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en la evaluación 
a realizar al personal de las Entidades Locales por disminución de sus aptitudes psicofísicas para el pase 
a la situación de segunda actividad, se tenga en cuenta igualmente la posibilidad de desarrollar otras 
actividades complementarias, incluyendo los eventuales ajustes razonables que puedan requerirse en 
atención a las condiciones en que se encuentre dicho personal.

Por último, con carácter general, igualmente se recomendó a las Entidades Locales que no hubieran 
desarrollado reglamentariamente la situación de segunda actividad para el personal que tienen reconocido 
legalmente este derecho (Policía Local y Bomberos), procedan a su preceptiva regulación. Y que procedan, 
asimismo, a cumplir con su deber de incluir en sus correspondientes RPT, en número suficiente, los 
puestos específicos que pueden ser ocupados por los empleados públicos a los que se reconozca el pase 
a la situación de segunda actividad o servicios adaptados, a fin de pueda ejercitarse de modo efectivo este 
derecho.

Los resultados de la investigación realizada con motivo de la actuación de oficio iniciada por este motivo, 
dieron lugar a la elaboración por esta Institución de un Estudio Singular sobre La situación del derecho de 
pase a 2ª actividad o servicios adaptados de las personas empleadas públicas de las Entidades Locales de 
Andalucía, y que puede consultarse a través de la queja 18/2261.

1.6. Igualdad de Género
1.6.1. Introducción

…
En materia de empleo suelen ser reiteradas las quejas relacionadas con los derechos laborales y 

situaciones discriminatorias por ser del sexo femenino en su condición biológica de mujer ya que son 
las únicas capacitadas para ser madres. Así, la denegación de complementos salariales por baja de 
maternidad, la no contabilización de la baja maternal como servicios prestados en la administración, el 
no respeto a los derechos de conciliación de la vida familiar y laboral, o la posible discriminación de las 
funcionarias interinas con respecto a las de carrera en cuanto a derechos laborales por ser víctima de 
violencia de género, han sido asuntos que se nos han planteado durante 2021.

…

1.6.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.6.2.2. Empleo público, trabajo y seguridad social

Durante el año 2021, desde el Área de Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social del Defensor del 
Pueblo Andaluz se han seguido llevando a cabo actuaciones e intervenciones dirigidas a corregir y prevenir 
situaciones de desigualdad en estos ámbitos ante denuncias de situaciones de discriminación por no 
quedar garantizado el principio constitucional de igualdad y no aplicarse las medidas de acción positiva 
que aseguren la efectiva igualdad de oportunidades de todas las personas en el ejercicio de sus derechos 
en estas materias.

Estas circunstancias siguen motivando la presentación de numerosas quejas ante el Defensor del Pueblo 
Andaluz en materia de acceso al empleo público y desarrollo de las condiciones de trabajo. En dichas 
quejas se plantean cuestiones que ponen de manifiesto situaciones de desigualdad y el correspondiente 
derecho de estas personas y colectivos sociales a no ser discriminados en razón de su hecho diferencial.

Así, en este ámbito, a pesar de que el Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP), norma básica en la 
materia, incorpora a todos los aspectos de su regulación el principio constitucional de igualdad y reconoce 
expresamente como un derecho de la ciudadanía para su acceso al empleo público y para el desarrollo de 
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